TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA  DE DECICION CIVIL FAMILIA 

Magistrada ponente: Claudia María Arcila Ríos

Pereira, veinticuatro de septiembre de dos mil nueve

Acta No. 496 del 24 de septiembre de 2009

Radicación 66001-31-03-001-2005-00193-01

Procede la Sala a decidir el recurso de apelación que interpuso la parte demandante en el proceso ordinario sobre responsabilidad civil extracontractual promovido por María Ster Posada Montoya en su propio nombre y como representante legal del menor Jonnathan Giraldo Posada, contra Juan Carlos Ayala Izquierdo, Fabio Izquierdo García, Jhon Jairo Martínez Rendón y la Cooperativa de Transportadores Urbanos San Fernando Ltda., respecto de la sentencia proferida por el Juzgado Primero Civil del Circuito de Pereira, el 3 de octubre de 2008.

A N T E C E D E N T E S 

1.- Con la acción instaurada pretenden los demandantes se declare a los demandados civil y solidariamente responsables de los perjuicios materiales y morales causados con motivo del accidente ocurrido el 30 de marzo de 2003, en el que resultó lesionado el menor Jhonatan Giraldo Posada.

En consecuencia, se condene a los demandados a cancelarles la suma de $1.691.400 por concepto de daño emergente y el equivalente a cien salarios mínimos legales mensuales para cada uno, por concepto de perjuicios morales subjetivados.

Solicitaron además que las respectivas condenas se actualizaran a la fecha en que se produjera el fallo y se condenara en costas a los demandados.

2.- Para soportar esas pretensiones los actores invocaron, en resumen, los siguientes hechos:

a.- El 30 de marzo de 2003, siendo aproximadamente las 7:10 de la noche, el menor Jonnathan Giraldo Posada fue atropellado por el vehículo de servicio público de placas WHI 999, de propiedad de los señores Juan Carlos Ayala Izquierdo y Fabio Izquierdo García, conducido por el señor Jhon Jairo Martínez, afiliado a la Cooperativa de Transportadores Urbanos San Fernando Ltda.

b.- Luego del accidente, el menor fue llevado al Hospital de Kennedy y posteriormente, dada la gravedad de sus dolencias, fue remitido al Hospital Universitario San Jorge de Pereira donde le prestaron atención médica apoyados en el SOAT del vehículo de servicio público.

c.- Como consecuencia del accidente, Jonnathan sufrió trauma craneal, “su diagnostico fue un TEC SEVERO EDEMA CEREBRAL DIFUSO”; como secuelas permanentes presenta convulsiones y pérdida de la memoria, “hace sus necesidades fisiológicas en la ropa sin que nadie pueda convencerlo de lo contrario, y su comportamiento en la escuela que antes era muy bueno, hoy es anormal, como lo certfica su actual Profesora (sic)..”

d.- El citado niño ha requerido tratamiento especializado y medicamentos que han tenido un costo de $323.200; debe continuar consumiendo “carbamazepina” durante aproximadamente cinco años y su costo asciende $7.530.000 para diez días.

e.- Como consecuencia del violento impacto, el menor Jonnathan ha quedado con un fuerte trauma psicológico, que afecta sus relaciones familiares e interpersonales, se convirtió en una persona nerviosa e insegura que teme salir de su casa, todo lo cual se conoce por la doctrina como daño moral subjetivado, el que debe ser indemnizado.

f.- El menor y su mamá se han visto afectados física, económica y moralmente con las lesiones sufridas por el primero

3.- La demanda se admitió mediante proveído del 5 de octubre de 2005.

4.- Trabada la relación jurídica procesal los demandados dieron respuesta al libelo, por medio de apoderado común. Negaron algunos hechos de al demanda y remitieron a prueba los demás. Fundamentalmente alegaron que el vehículo de servicio público de placas WHI 999 no tuvo ninguna injerencia en el accidente, el que ocurrió  por la conducta indebida del menor Jonnathan al maniobrar la bicicleta en la que se movilizaba sin casco, chaleco, ni señal luminosa que indicara su presencia sobre la vía. 

Se opusieron a las pretensiones y como excepciones de fondo propusieron las que denominaron “culpa exclusiva de un tercero”, “inexistencia de culpa”, “falta de nexo causal”, “descuento de lo pagado o debido pagar por el SOAT”, “excesiva tasación del perjuicio moral según los criterios jurisprudenciales”, “graduación de la culpa entre deudores solidarios” y la genérica.

5.- La cooperativa de Transportadores Urbanos San Fernando Ltda. llamó en garantía a la Aseguradora Seguros del Estado S.A., con la que suscribió póliza sobre responsabilidad civil extracontractual que ampara el vehículo de placas WHI 999.

6.- La citada compañía aseguradora, notificada de la providencia que admitió su intervención,  por medio del abogado que designó su representante legal, dijo no constarle ninguno de los hechos de la demanda y se opuso a las pretensiones. En relación con los fundamentos fácticos en que se sustentó la solicitud de su intervención, dijo que no le constaban los relacionados con el accidente, negó la existencia del contrato de seguro y respecto de los demás afirmó que no eran hechos para responder.

Como excepciones de fondo propuso las que nominó “No estar obligada Seguros del Estado a indemnizar ninguna suma de dinero, ya que el vehículo de placas WH 999 tenía cancelada la póliza de responsabilidad civil extracontractual para transportadores de pasajeros en vehículo de servicio público para la epoca (sic) del accidente o de la ocurrencia del siniestro”, “prescripción de la acción por parte del asegurado”, “cobro de perjuicios al seguro de daños corporales”, “límite de responsabilidad”, “riesgos no asumidos”, “hecho de un tercero” e “inexistencia de la obligación”.

7.- Se realizó la audiencia  prevista por el artículo 101 del Código de Procedimiento Civil, dentro de la cual se declaró fracasada la conciliación. Posteriormente se decretaron las pruebas solicitadas y practicadas en lo posible, se dio traslado a las partes para alegar; ambas hicieron uso de tal derecho.

SENTENCIA DE PRIMERA INSTANCIA  

Se dictó el 3 de octubre de 2008. En ella el señor Juez Primero Civil del Circuito de Pereira negó las súplicas de la demanda y condenó a los demandantes a pagar las costas causadas.

Para decidir así, consideró el funcionario que aunque el menor Jonnathan y los demandados ejercían una actividad considerada como peligrosa, la presunción de responsabilidad no gravita en cabeza de quien guíe el vehículo de mayor volumen, porque a su juicio, con independencia de la clase de vehículo que se conduzca, todos tienen obligaciones imperativas para una correcta circulación y por ende, los demandantes debían demostrar no solo el daño y el nexo causal, sino también que el hecho ocurrió por la negligencia, impericia o imprudencia del conductor de la buseta.

Posteriormente analiza las pruebas incorporadas a la actuación y concluye que  ninguna permite inferir que la responsabilidad en el accidente la tuvo la parte demandada.  Por tal razón, no es posible atender las pretensiones de la acción.

RECURSO DE APELACIÓN

Lo interpuso la parte demandante y para sustentarlo criticó la valoración probatoria que hizo el juzgado, pues considera que los medios de convicción que obran en el proceso, demuestran que el accidente acaeció por la imprudencia del conductor del vehículo de propiedad de los demandados, porque no tenía suficiente visibilidad y en una curva trató de adelantar la bicicleta en la que se movilizaba el menor actor, cuando no podía hacerlo de acuerdo con las normas de tránsito que cita y por tanto concluye que la culpa no fue de la víctima como lo sostiene el juez de la causa, sino del victimario que desconoció normas de carácter legal.

Estima decepcionante y contradictorio el fallo que contiene apreciaciones equivocadas, desconoce el debido proceso y no contiene una debida valoración probatoria y solicita sea revocado.

CONSIDERACIONES 

1) Los presupuestos procesales para dictar sentencia de fondo se hallan satisfechos y no se observa causal alguna de nulidad que pueda afectar la validez de la actuación.

2)  Está por fuera de discusión que las partes están legitimadas en la causa. Los demandantes al aducir su calidad de víctimas y los demandados Juan Carlos Ayala Izquierdo y Fabio Izquierdo García citados como propietarios del vehículo de placas WHI-999, calidad que no desconocieron al responder la demanda y de la que da cuenta el documento que obra a folio 48 del cuaderno principal; el señor John Jairo Martínez Tendón como su conductor, hecho que además aceptó en el interrogatorio que absolvió en la etapa probatoria y la Cooperativa de Transportadores Urbanos San Fernando Ltda., como empresa a la que el automotor se encontraba afiliado para la fecha del accidente, hecho que tampoco negó al responder la demanda y que aceptó al efectuar el llamamiento en garantía.

3) El artículo 2341 del Código Civil dice : “El que ha cometido un delito o culpa, que ha inferido daño a otro, es obligado a la indemnización, sin perjuicio de la pena principal que la ley imponga por la culpa o delito cometido”. A partir de esa disposición la doctrina y la jurisprudencia  han diseñado los tres elementos que configuran la responsabilidad aquiliana: un hecho generador del daño; la culpa o dolo del sujeto a quien se le endilga responsabilidad y la relación de causalidad necesaria entre uno y otro.

En los términos del artículo 2536 del Código Civil la culpa se presume cuando el daño se produce en el ejercicio de una actividad peligrosa y como tal se ha considerado la conducción de vehículos. 

Es necesario destacar que el a-quo sostuvo que en esta especie litigiosa, en que hubo colisión de dos actividades peligrosas, no obra en favor de la víctima la presunción de culpa y que por ende, debían los demandantes demostrarla, además del daño y el nexo causal y absolvió a los demandados porque las pruebas recogidas en el proceso no demuestran que el hecho que produjo las consecuencias dañinas ocurrió por negligencia, impericia o imprudencia de quien conducía el vehículo de servicio público de  propiedad de dos de los demandados.

 
Los demandantes, al sustentar el recurso, rebaten justamente esa apreciación.

Para la Sala en parte les asiste razón a los recurrentes al elevar su protesta, porque aunque los dos conductores protagonistas del accidente ejercían una actividad peligrosa,  la presunción de culpa sigue pesando sobre los demandados y en favor de quien como víctima comparece a reclamar perjuicios de conformidad con el artículo 2356 del Código Civil. Si aquellos pretendían desvirtuarla, tenían la carga de acreditar la existencia de una causa extraña. Así lo ha explicado en su jurisprudencia la Corte Suprema de Justicia:

“Al respecto débese comenzar por puntualizar que semejante razonamiento del fallador no se acompasa con el sentir de la jurisprudencia de ésta Corporación, la cual ha precisado que la referida aniquilación de presunciones derivada de la concurrencia de actividades peligrosas “… no puede formularse en los términos tan genéricos e indiscriminados en los que se ha venido planteando, toda vez que en lugar de rendir tributo a los imperativos de justicia en los que está inspirada, puede llegar a constituirse en fuente de graves iniquidades, socavando de ese modo los cimientos cardinales de la responsabilidad civil extracontractual; por supuesto que cuando un daño se produce por la concurrencia de sendas actividades peligrosas (la de la víctima y la del agente), en lugar de colegir maquinalmente la aniquilación de la presunción de culpa que favorece al damnificado, el juez deberá establecer si realmente a ella hay lugar en ese caso concreto, juicio para cuya elaboración deberá tomar en consideración la peligrosidad de ambas, la incidencia de cada una en el percance o la virtualidad dañina de la una frente a la otra. Más exactamente, la aniquilación de la presunción de culpas por concurrencia de actividades peligrosas en la generación de un daño, presupone que el juez advierta, previamente, que en las específicas circunstancias en las que se produjo el accidente, existía cierta equivalencia en la potencialidad dañina de ambas, pues de no darse esa correspondencia, gravitará siempre en favor de la víctima la presunción de que el demandado fue el responsable del perjuicio cuya reparación demanda” (Sentencia del 5 de mayo de 1999. Expediente 4978)….”

En el caso concreto no puede aniquilarse la presunción de culpa porque los dos conductores ejercían una actividad peligrosa, ni aun porque en ambos existió cierta falta de prudencia como pasa a explicarse.   

Esta corporación no desconoce que el menor demandante  trató de hacer un giró con el que cerró a la buseta como lo expresó el señor Obdulio Aristizabal Henao, único testigo que presencio el hecho, ni que conducía una bicicleta en horas de la noche sin cumplir las obligaciones impuestas en el Código Nacional de Tránsito que en el artículo 94, al  consagrar las normas generales para esa especie de conductores, dice en el inciso 34: “Los conductores de estos tipos de vehículos y sus acompañantes deben vestir chalecos o chaquetas reflectivas de identificación que deben ser visibles cuando se conduzca entre las 18:00 y las 6:00 horas del día siguiente, y siempre que la visibilidad sea escasa.” Y en el 95 que consagra las normas específicas para bicicletas y triciclos, dice en el inciso  3º que: “Cuando circulen en horas nocturnas, deben llevar dispositivos en la parte delantera que proyecten luz blanca, y en la parte trasera que reflecte luz roja”

A pesar de la conducta negligente del menor que resultó víctima del accidente, de la que además resulta responsable su progenitora, también demandante, en los términos del artículo 2348 del Código Civil, no por ello puede desdeñarse la incidencia que en él tuvo la maniobra del conductor de la buseta, ya que como él mismo lo expresó en el interrogatorio absuelto y lo confirmó el mismo Obdulio Aristizábal Henao al rendir testimonio, ejecutaba una acción tendiente a adelantar un velocípedo, conducido por un niño de escasos nueve  años de edad, en la noche y cuando las condiciones de visibilidad no eran óptimas, lo que está prohibido de acuerdo con la misma normatividad. 

En efecto, el artículo 60 del citado Código dice en su parte pertinente: 

”Obligatoriedad de transitar por los carriles demarcados. Los vehículos deben transitar, obligatoriamente, por sus respectivos carriles, dentro de las líneas de demarcación, y atravesarlos solamente para efectuar maniobras de adelantamiento o de cruce.

“…


“Parágrafo 2°. Todo conductor, antes de efectuar un adelantamiento o cruce de una calzada a otra o de un carril a otro, debe anunciar su intención por medio de las luces direccionales y señales ópticas o audibles y efectuar la maniobra de forma que no entorpezca el tránsito, ni ponga en peligro a los demás vehículos o peatones.”


Y el artículo 61 enseña:  

“Vehículo en movimiento. Todo conductor de un vehículo deberá abstenerse de realizar o adelantar acciones que afecten la seguridad en la conducción del vehículo automotor, mientras éste se encuentre en movimiento.”

Y el 73 prohíbe ejecutar maniobras de adelantamiento entre otras, cuando la visibilidad sea desfavorable o cuando ofrezca peligro.

En este caso, el comportamiento del conductor de la buseta no puede considerarse de ningún modo inocuo en la búsqueda de la responsabilidad porque con independencia de la imprudencia del conductor de la bicicleta, es palmar que el carro terminó impactándola, hecho que se demuestra con la inspección judicial practicada a los dos vehículos por el Instituto Municipal de Tránsito y Transportes de Pereira que obra a folio 15 del cuaderno No. 8, en la que se dejó constancia del golpe que cada uno presentaba. El servicio público en la parte frontal anterior derecha y la bicicleta en el tenedor delantero del lado izquierdo.

Quien conducía la buseta intentó adelantar la bicicleta en un momento en que no podía hacerlo sin tomar las medidas apropiadas por las condiciones de la vía y del entorno en general, teniendo en cuenta que  era de noche, la visibilidad no era excelente y había un menor en la vía manejando un vehículo de menor tamaño y peso.

Las demás  personas que concurrieron a declarar no  presenciaron el hecho, el menor que resultó lesionado no recuerda cómo acaeció  y el croquis sobre el accidente ni siquiera fue levantado en el lugar donde ocurrió, sino en el Hospital de Kenedy, sitio al que fue llevado el menor para que recibiera atención médica.

A pesar del escaso material probatorio, la declaración del implicado en el accidente y del único testigo que lo presenció,  dejan ver un proceder imprudente por parte del conductor de la buseta frente a las circunstancias concretas de modo, tiempo y lugar en que los hechos se sucedieron.

Y no puede admitirse que como el menor se desplazaba en la bicicleta sin señal visual, el otro conductor podía sobrepasarlo sin observar las debidas precauciones, toda vez que a pesar del incumplimiento por parte de aquel de una medida que le permitiera ser observado por los demás automovilistas, fue atisbado por éste antes del accidente, a una cuadra aproximadamente como lo reconoció en el interrogatorio que absolvió.


En esas condiciones, si advirtió desde una prudente distancia que en su misma dirección iba el menor sin las debidas medidas de seguridad, no es posible concluir que su forma de actuar no merece reproche, porque todas esas circunstancias imponían en él una mayor carga de diligencia al intentar adelantar en la vía a un niño, en una pequeña bicicleta, cuando, se insiste, era de noche y las condiciones de visibilidad no eran óptimas, todo lo cual permite deducir que debía guardar mayores  precauciones para conjurar el daño y aún esperar que con su normal velocidad lo adelantara, porque esa  maniobra no era necesario ejecutarla en ese preciso momento,  o por lo menos ninguna prueba obra en el proceso que acredite que era absolutamente necesario hacerlo.

Así las cosas, la Sala se separa de los argumentos planteados por el juez de primera instancia al  interpretar el artículo 2356 del Código Civil y estimar que hubo una aniquilación de culpas que exigía en el actor demostrar la responsabilidad de los demandados, la que no halló probada, a pesar de que el mismo conductor de la buseta y la persona que lo acompañaba como pasajero dieron cuenta de la tarea de adelantamiento que emprendió y que por las condiciones del entorno, resultó imprudente en este caso concreto, de modo que contribuyó de modo eficiente en la generación del daño.

Así las cosas no se imponía la absolución que cobijó a los demandados y por tal razón, la sentencia será revocada.

Ha quedado demostrado entonces que al resultado dañoso concurrieron tanto la culpa del conductor de la buseta como del de la bicicleta, pero sopesando ambas conductas encuentra la Sala que en mayor grado intervino el del primero, quien tuvo la posibilidad de evitar el riesgo y precaver el resultado dañoso del que hizo víctima al actor, porque tenía un mayor plano visual dado el tamaño del vehículo que conducía, lo que le permitía obtener una mejor percepción del entorno, sin que por demás se haya referido a la existencia de obstáculos en la ruta por la que conducía, ni a la urgencia en adelantar al menor que se desplazaba sin las debidas seguridades y que además realizó un giro no permitido, todo lo cual inclina la balanza a favor de éste. En esas condiciones, al hacer las respectivas condenas, se reducirán en un 40% de acuerdo con el artículo 2357 del Código Civil según el cual “La apreciación del daño está sujeta a reducción, si el que lo ha sufrido se expuso a él imprudentemente”.


4) Determinado el grado de responsabilidad de los demandados, es menester establecer los daños que sufrieron los demandantes como consecuencia del hecho que los causó.

1.- Por daño emergente reclaman $1.355.400 que corresponde al costo del medicamento “Carbamazepina” durante aproximadamente cinco años. Sin embargo, escrutado el material probatorio aportado, no encuentra la Sala elementos de juicio que demuestren el período durante el cuál deberá consumirlo y tampoco que sea la madre quien haya asumido su costo y deba atenderlo en el futuro.


En efecto, aunque de la historia clínica arrimada con la demanda se evidencia que esa medicina se le ha recomendado al menor Jonathan con motivo de las lesiones que sufrió después del accidente, no se arrimó prueba alguna que demuestre que sea la madre quien deba pagar su valor, sin que sea medio idóneo para ello la sola copia de la factura que obra a folio 24 del cuaderno principal, la que no puede ser apreciada de acuerdo con el artículo     261 del Código de Procedimiento Civil porque presenta enmendaduras, pero además, sólo da cuenta de su valor.

También reclaman los demandantes el pago de la suma de $336.000 por concepto de transporte para la atención médica de su hijo, perjuicio que demostraron con el documento que expidió el señor Albeiro de Jesús Arrubla, que obra a folio 19 del cuaderno No. 1, en el que se da cuenta de su desembolso. Por ende, su valor será reconocido con la deducción de que atrás se hizo mención.

2.- Pretenden también los actores que por perjuicios morales subjetivados se condene a los demandados a cancelarle a cada uno el equivalente a 100 salarios mínimos legales vigentes, en razón al fuerte trauma psicológico que lo ha afectado en el campo personal y familiar y ha incidido en sus actividades educativas, pues se convirtió en una persona nerviosa, que teme salir a la calle.

Los perjuicios extrapatrimoniales se dividen en dos categorías,  los morales subjetivados y los fisiológicos, hoy llamados de vida de relación. Los primeros tienen que ver con el dolor físico, la angustia y la depresión que derivan del daño; los segundos hacen referencia a aquellas situaciones que impiden gozar de los placeres de la vida, al esfuerzo excesivo de realizar actividades rutinarias y en general a la afectación que sufre la persona en su relación con las demás y con las cosas del mundo. 

En el asunto bajo estudio, aunque de la redacción de la demanda parece que al menor víctima del accidente se causaron ambas clases de daños, se reclama de manera exclusiva el reconocimiento de los primeros y por tal razón a ellos se limitará esta sentencia para que resulte congruente como lo exige el artículo 305 del Código de Procedimiento Civil y se garantice en tal forma el debido proceso.

Con fundamento en la historia clínica del citado joven, se obtuvo un peritaje que rindió médico psiquiatra del Instituto de Medicina Legal, en el que se plasma que el examinado es un adolescente que sufrió un accidente de tránsito y que presenta alteraciones en el sueño, el afecto, el pensamiento, el juicio, el raciocinio, la introspección y la prospección; sufrió trauma encéfalo craneal, padece síndrome depresivo infantil, con inteligencia limítrofe, agresividad y cambios en su personalidad que pueden considerarse como  un trastorno posconmocional y concluye que presenta perturbación psíquica de carácter permanente.

En relación con el perjuicio que por tal concepto sufrió la madre del menor, declararon los señores Myriam Lucía Pavas Osorio, Juan Manuel Espitia Español, Isabel Segunda Martínez Barrios, Aura María Santos Rocha y David Mario Cañas López, quienes por diversos motivos conocen a la citada señora y se han percatado del dolor que le ha causado la situación de su hijo después del accidente, porque después de ser un niño normal, presentó cambios en su comportamiento que a ella le causan aflicción.

Y aunque respecto a los que padeció a propia víctima no existe prueba directa en el proceso que permita establecerlos, resulta apenas natural que los sufrió, porque si de acuerdo con la Jurisprudencia de la Corte Suprema de Justicia, tal perjuicio se presume en los parientes más cercanos de la víctima, con mayor razón debe serlo respecto de quien recibe directamente el daño.

El perjuicio moral es indeterminable y de naturaleza extrapatrimonial, lo que ha permitido al juez ejercitar el arbitrium judicium en su reparación y como lo ha aceptado de vieja data la jurisprudencia de la Corte Suprema de Justicia, más que ostentar un carácter resarcitorio, cumple una función paliativa, tratando con ella de obtener que la víctima reciba una compensación suficiente, acorde con la aflicción. La magnitud del daño causado y las secuelas que hubiese producido son factores que necesariamente han de incidir en su valoración.

En este caso se considera prudente establecer el monto de la indemnización por tal concepto en el equivalente a $20.000.000 para cada uno de los demandantes, como perjuicios producidos por el normal efecto emocional y de angustia que han debido  experimentar los actores con motivo de las lesiones corporales y de las secuelas mentales definitivas que el hecho produjo en el menor actor, la que se reducirá por la concurrencia de culpas para quedar en $12.000.000 para cada uno. 

EXCEPCIONES DE FONDO PROPUESTAS POR LOS DEMANDADOS

Como tales, propusieron las siguientes:

“Culpa exclusiva de un tercero”. Para sustentarla, afirmaron que si bien los menores de diez años no cometen delito o culpa, no es menos cierto que la responsabilidad de esos menores se encuentra en cabeza de sus representantes legales y en este caso en su madre, quien ostenta esa calidad porque para la fecha del accidente la víctima contaba con sólo nueve años de edad, circulaba solo, sin protección, chaleco, ni señal reflectiva que permitiera visualizarlo.

“Inexistencia de culpa”, porque los demandados no cometieron alguna, y es la madre del menor la responsable del daño porque su actuar fue negligente.

“Falta de nexo causal”, porque de las lesiones sufridas sólo el menor es responsable toda vez que el vehículo conducido por Jhon Jairo Martínez nunca lo tocó como se deduce de las pruebas practicadas en la investigación penal y en lo que consignaron los agentes de tránsito al rendir el informe del accidente en relación con la exposición del padre, en el sentido de que su hijo no se fijó.

Los hechos en que se sustentaron tales excepciones fueron analizados a lo largo de esta providencia y como se ha establecido que al accidente, en distinta proporción, concurrieron con su culpa tanto el menor que conducía la bicicleta como su madre, encargada de cuidarlo, así como el conductor de la buseta, no es posible entonces decir que fue exclusivamente la de los actores la causante del daño como para exonerar de toda responsabilidad a los demandados; ni que éstos no tuvieron culpa alguna en el accidente. 

Y en relación con el informe del accidente que elaboraron las autoridades de tránsito, ya se había expresado que no fue levantado en el lugar de los hechos, pero además la información que allí se consigna por quien parece ser el compañero de la demandante no constituye medio de prueba idóneo para desvirtuar la concurrencia de culpas de la que se trató en otro aparte de este fallo.

Se propusieron también las siguientes excepciones:

“Descuento de lo pagado o debido pagar por el “S.O.A.T.”, toda vez que los demandantes tienen derecho a que se les descuenten los costos que ha debido asumir el seguro obligatorio de accidentes”, excepción que no está llamada a prosperar porque las condenas que en este fallo se harán no están cubiertas por esa clase de pólizas, de acuerdo con el artículo 193 del Estatuto Orgánico del sistema Financiero.

“Excesiva tasación de perjuicio moral según los criterios jurisprudenciales”, así considera la suma que se reclama por perjuicios morales, teniendo en cuenta que la Corte Suprema de Justicia los ha tasado en $10.000.000 por la muerte de un hijo.

Aunque en las pretensiones de la demanda se solicitó fijar el monto de esa indemnización en el equivalente a 100 salarios mínimos para cada uno de los demandantes, que  sumados equivalen en la actualidad a casi $100.000.000, la Sala como ya se expresara, los limitó a la suma de $20.000.000 para cada uno, que con la reducción ordenada quedarán en $12.000.000, la que no se considera excesiva en este caso concreto que no se produjo la muerte de la víctima, pero quedó el menor con graves perturbaciones de naturaleza psíquica de carácter permanente que por obvias razones harán más difícil para él y su progenitora superar el dolor producto de tan terrible situación.

LLAMAMIENTO EN GARANTIA

La Cooperativa de Transportadores Urbanos San Fernando Ltda. Llamó en garantía a la Aseguradora Seguros del Estado con la que suscribieron póliza de responsabilidad civil extracontractual No. 12302550044 que protege el vehículo de placas WHI-999, de propiedad del señor Juan Carlos Ayala Izquierdo.

Es sabido que la relación jurídico procesal generalmente se  forma entre quienes inicialmente son llamados a integrar la litis, es decir, entre la parte demandante y la demandada. En algunos casos pueden ser llamados otras personas en calidad de terceros y uno de tales eventos se produce con el llamamiento en garantía de que trata el artículo 57 del Código de Procedimiento Civil que dice: “Quien tenga el derecho legal o contractual a exigir de un tercero la indemnización del perjuicio que llegare a sufrir, o el reembolso total o parcial del pago que tuviere que hacer como resultado de la sentencia, podrá pedir la citación de aquél, para que en el mismo proceso se resuelva sobre tal relación”.

De acuerdo con esa disposición, se requiere como elemento esencial que por razón de la ley o de un contrato, el llamado deba correr con los efectos de la sentencia, cuando el demandado se ve compelido a resarcir un perjuicio o a efectuar un pago. Por tal razón, exige el inciso 2º del artículo 54 a quien hace dicha denuncia acompañar “la prueba siquiera sumaria del derecho a formularla”.

En este caso pretende el llamante se resuelva la relación material que entre él y la sociedad llamada en garantía existe y así deberá ser porque las pretensiones de los actores frente al primero están llamadas a prosperar y además porque se demostró la existencia del contrato de  seguro por daños a terceros dentro del campo de la responsabilidad civil extracontractual con la póliza que obra a folio 1 del cuaderno No. 6.

EXCEPCIONES DE FONDO PROPUESTAS POR LA LLAMADA EN GARANTÍA

La primera, “No estar obligada Seguros del Estado a indemnizar ninguna suma de dineros (sic), ya que el vehículo de placas WH-999 tenía cancelada la póliza de responsabilidad civil extracontractual para trasportadores de pasajeros en vehículo de servicio público para La época del accidente o de la ocurrencia del siniestro”. Estima que los hechos en que se soporta se acreditan con el certificado 12302550044*145-1, por medio del cual el citado vehículo “fue retirado de la póliza”.

Documento identificado con ese número se incorporó al proceso y obra a folio 18 del cuaderno No. 6, pero de su lectura no surge que se halla suscrito para excluir el referido vehículo y por el contrario, confirma el contenido del documento que arrimó la Cooperativa de Transportadores Urbanos San Fernando Ltda. para demostrar la existencia del contrato, pues en ambos se señala el período de la cobertura que incluye aquel en que acaeció el accidente y los amparos que protege, que comprende las lesiones corporales a una persona.

La segunda se denominó “Prescripción de la acción por parte del asegurado”. Para sustentarla expresó que de acuerdo con el artículo 1081 del Código de Comercio, la prescripción de la acción ordinaria que se deriva del contrato de seguro es de dos años, contados a partir de la fecha en que el interesado haya tenido o debido tener conocimiento del hecho y que como el accidente ocurrió el 30 de marzo de 2003 y la demanda se le notificó a Seguros del Estado el 24 de mayo de 2006, se produjo aquella figura.

El artículo 1081 del Código de Comercio que se ocupa de regular el término de la prescripción de las acciones que se derivan del contrato de seguro, dice que la ordinaria será de dos años y empezará a correr desde el momento en que el interesado haya tenido o debido tener conocimiento del hecho base de la acción.

Esa norma no puede interpretarse como lo pretende el excepcionante, es decir, como si fuera la fecha del siniestro la que marca el punto de partida para empezar a contar el término de prescripción frente al asegurado, toda vez que  tratándose de seguros de responsabilidad civil, de acuerdo con el artículo 1131 de la misma obra, modificado por el 86 de la Ley 45 de 1990, ese término debe empezar a computarse a partir de la petición indemnizatoria, judicial o extrajudicial que efectúe la víctima.

En el caso concreto, la sociedad que realiza el llamamiento fue notificada de la acción judicial que en su contra instauraron las víctimas el 6 de abril de 2006 y dentro de la oportunidad para responder la demanda, el 6 de junio siguiente, solicitó la intervención de la sociedad llamada. En esas condiciones, no se había producido aún la prescripción alegada.

También propuso las excepciones que denominó “Límite de responsabilidad” y “Riesgos no asumidos”. Para fundamentar la primera básicamente dijo que la póliza  establece el valor de la cobertura, que está destinada a indemnizar única y exclusivamente los conceptos amparados, por el valor pactado, con unos límites previamente establecidos. La segunda la sustentó diciendo que en la cláusula 2.22 del respectivo contrato se excluyen los amparos por lucro cesante y perjuicios morales del asegurado y de la víctima.

La póliza de responsabilidad civil extracontractual para vehículos transportadores de pasajeros que expidió la Compañía de Seguros del Estado S.A. a la Cooperativa de Transportadores Urbanos San Fernando Ltda. incluye  dentro de los amparos básicos los daños a bienes de terceros y las lesiones a una persona. El valor de la respectiva indemnización por cada uno de esos conceptos se pactó en el equivalente a 60 salarios mínimos legales mensuales vigente.

Las exclusiones al amparo por la especie de responsabilidad asegurada están consignadas en la cláusula segunda de las condiciones generales de la póliza y en el numeral 2.22 se pactó “El seguro otorgado por la presente póliza, no ampara el lucro cesante ni los perjuicios morales del asegurado, ni de la víctima en ninguna forma”.

Así las  cosas, de tales excepciones, se declarará probada la que se nominó “riesgo no asumido”, pero sólo respecto de los perjuicios morales que se reconocerán como indemnización a cargo de la sociedad demandada, en solidaridad con las demás personas que integran la parte pasiva de la litis.

La que llamó “cobro de perjuicios al seguro de daños corporales causados a las personas en accidente de tránsito” y “hecho de un tercero”, se sustentaron en los mismos argumentos en que apoyan los demandados las que también ellos propusieron, a cuyo análisis se remite.

ALEGATOS FINALES

De acuerdo con lo expuesto, esta Corporación comparte los argumentos de la parte  demandante  en cuanto a su inconformidad por la valoración probatoria que hizo el juez de primera instancia, al no encontrar responsabilidad alguna en el conductor de la buseta de propiedad de dos de los demandados, con la aclaración de que la respectiva condena será reducida ante las imprudencias de la parte demandante al permitir la conducción de una bicicleta por un pequeño de nueve años, sin las debidas seguridades. 

CONCLUSIONES Y FALLO

La sentencia será entonces revocada para declarar la responsabilidad civil extracontractual reclamada y se condenará a los demandados a cancelar las indemnizaciones en la forma atrás indicada.

Las excepciones propuestas se declararán no probadas, excepto la de “riesgo no asumido”, propuesto por la sociedad llamada en garantía que prospera parcialmente.

Los demandados serán condenados a pagar las costas causadas en ambas instancias en un 40% de su valor, porque las condenas que se han de hacer serán reducidas de acuerdo con el artículo 2357 del Código civil. 

En mérito de lo expuesto, la Sala de Decisión Civil Familia del Tribunal Superior del distrito Judicial de Pereira Risaralda, administrando justicia en nombre de la República de Colombia y por autoridad de la Ley, 

RESUELVE:

PRIMERO: REVOCAR la  sentencia  proferida por el Juzgado Primero Civil del Circuito de Pereira, el 3 de octubre de 2008, en el proceso ordinario sobre responsabilidad civil extracontractual promovido por María Ster Posada Montoya en su propio nombre y como representante legal del menor Jonnathan Giraldo Posada, contra Juan Carlos Ayala Izquierdo, Fabio Izquierdo García, Jhon Jairo Martínez Rendón y la Cooperativa de Transportadores Urbanos San Fernando Ltda.

SEGUNDO: Declarar solidaria y civilmente responsables a los demandados de los perjuicios materiales y morales causados a los demandantes y por tal concepto se les condena a pagarles las siguientes sumas de dinero:

a.- Doscientos un mil seiscientos pesos por concepto de daño emergente.

b.- Doce millones a cada uno de los demandantes por concepto de perjuicios morales.

Dichas sumas deberán cancelarse dentro de los cinco días siguientes a la ejecutoria de esta providencia.

TERCERO: Se condena a la compañía Seguros del Estado S.A. sucursal Pereira, a reembolsarle a la Cooperativa de Transportadores Urbanos San Fernando Ltda., los pagos que tuviere que hacer por razón de este fallo, exclusivamente por concepto de daño emergente, de acuerdo con la póliza de responsabilidad civil que amparaba el vehículo de placas WHI-999 para la fecha del accidente.

CUARTO: No se hace condena alguna por concepto de los demás perjuicios materiales reclamados.

QUINTO: Se declaran no probadas las excepciones de fondo propuestas por los demandados y por la llamada en garantía y sólo parcialmente probada la de “Riesgos no asumidos” propuesta por la última.

SEXTO: Costas en ambas instancias a cargo de la  parte demandada,  reducidas en un 40% de su valor. 

CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE,

LOS MAGISTRADOS, 





CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS

GONZALO FLÓREZ MORENO

JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO

�	 Sala de Casación Civil, -sentencia del 3 de septiembre de 2002 expediente 6358, M.P. Jorge Antonio Castillo Rugeles







